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Provincia de Buenos Aires 

Honorable Cámara de Diputados


PROYECTO DE LEY

El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de:

L E Y

ARTÍCULO 1º.- Incorpórase, a continuación del artículo 18 de la Ley 13.133 de Defensa del Consumidor, la siguiente norma: 

Artículo 18 bis:

Las empresas prestadoras de servicios viales provinciales deben entregar al usuario constancia escrita de las condiciones de la prestación de los derechos y obligaciones de ambas partes contratantes. Sin perjuicio de ello, deben mantener la información a disposición de los usuarios en todas las oficinas de atención al público.

Los usuarios de rutas provinciales por peaje tienen derecho a conocer con la debida anticipación cualquier circunstancia que afecte el tránsito y los servicios. Asimismo, tienen derecho a que el tiempo transcurrido entre el momento en que se posicionan en el carril de pago y el momento de pago no supere los cuatro minutos para vías exclusivas para automóviles y cinco minutos para vías de tránsito mixto, salvo que el reglamento de explotación o el reglamento del usuario de la concesión establezcan un tiempo menor. El número máximo de vehículos detenidos en una sola fila para el pago de peaje no podrá exceder en ningún caso los ocho (8) vehículos. En caso que la capacidad de operación de una barrera de peaje sea superada por los parámetros antes indicados en tiempo y/o cantidad de vehículos se liberará el paso hasta que la misma se regularice. Si la concesionaria omitiera levantar la barrera, el usuario tiene derecho a no abonar el peaje. Este derecho que le asiste al usuario debe estar informado en lugar visible y letra legible en todas las cabinas y en los tickets de pago.

ARTICULO 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS
La regulación de los derechos de usuarios y consumidores admite el ejercicio de una facultad concurrente o -en términos de Rafael Bielsa- de “gestión concurrente”
 , esto es, facultades que cada uno debe ejercer en su respectiva esfera siempre que se compatibilicen en un juego armónico los poderes locales y nacionales
.


Así también, la Corte Suprema de Justicia de la Nación -con fundamento en el artículo 75 inciso 18 de la Constitución Nacional- ha fijado el “standard” para el ejercicio de las “facultades” concurrentes en materia de “policía de bienestar” (cfr. sentencia del 6-5-1997 en causa C.S., B. 26, XXVI “Recurso de Hecho. Boto, Armando v. Obra Social Conductores de Transporte Colectivo de Pasajeros”
) con el objeto de determinar cuándo la normativa federal -dictada con base en la “cláusula del progreso”- prevalece sobre la normativa provincial (artículo 31 de la Constitución Nacional) y cuándo tal preeminencia no se configura. En este sentido ha expuesto (considerando 12 del voto de la mayoría en la causa mencionada) que la facultad concurrente de las Provincias reconoce excepción cuando se configure alguna de las siguientes dos hipótesis: “…a) que el Congreso de la Nación inequívocamente prohíba, con base en la "cláusula del progreso" prevista en el inciso 18 del artículo 75 de la Constitución Nacional, que dicho poder sea ejercido por las provincias; b) o se demuestre que, por las circunstancias del pleito, la normativa provincial dificulta o impide el adecuado cumplimiento de los propósitos del Congreso de la Nación contenidos en la normativa federal dictada con fundamento en la citada "cláusula del progreso". 

A partir de la reforma de 1994 la “cláusula para el progreso” y el eventual ejercicio del “poder de policía de bienestar” debe integrarse con el inciso 19 del artículo 75 de la Constitución Nacional
.
En este sentido se ha fundado el ejercicio concurrente de la regulación en materia de usuarios y consumidores en los artículos 75 incisos 18 y 19, 125 y Preámbulo de la C.N
.


“El principio de la aplicación eficaz de los derechos del consumidor también constituye un soporte fundamental a la conclusión. El art. 42 CN. dispone: "La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos (...) previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas en los organismos de control". De tal modo, una disposición provincial, complementaria, que tenga por finalidad lograr una aplicación más efectiva de los derechos del consumidor es constitucionalmente fundada.

El bienestar de los ciudadanos, el federalismo, la descentralización institucional, y la aplicación efectiva de los derechos del consumidor constituyen una estructura de principios suficiente para sustentar la competencia concurrente.”
(El subrayado nos pertenece).

La reforma constitucional nacional como la provincial del año 1994 incorporó, dentro de los nuevos derechos y garantías, a los derechos de los consumidores y usuarios en el mercado de bienes y servicios (art 42 CN, art 38 CPBA).
Además, este derecho también se encuentra protegido por la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo, incluidos en nuestra ley fundamental por el art. 75 inciso 22 CN y art 11 CPBA.
 

En el orden legal debemos destacar ante los distintos incumplimientos a la Ley Nacional de Defensa del Consumidor N° 24.240 (Mod. Ley: 26.361) y a la Ley Provincial 13.133 (Código Provincial de Implementación de los Derechos de los Consumidores y Usuarios).

Cabe puntualizar entonces los derechos del consumidor y de los usuarios, (art 42 CN, Art 12 y 38 CPBA). Ellos son el derecho a la protección de sus "intereses económicos", "a una información adecuada y veraz", a la "libertad de elección”, y “a condiciones de trato equitativo y digno". A su vez se deben agregar los principios supranacionales de no discriminación y todas las normas administrativas contra el abuso del poder, que en el caso implicarían abuso del poder del concesionario o titular de un privilegio
.

En la década del ’90 se produce en Argentina un proceso de reformas económicas que establece, como pieza fundamental, la transformación del rol estatal. Dichas reformas se expresaron, fundamentalmente, a través de la transferencia a terceros de la responsabilidad de producir bienes y servicios, mediante la privatización/concesión, descentralización, tercerización y desregulación de las actividades económicas. En este contexto, y dentro de la primera etapa privatizadora, se realizaron las concesiones de redes viales. La celeridad del proceso privatizador y la ausencia de una ley marco que regulara la transferencia y posterior prestación del servicio, convirtieron a la concesión de las rutas argentinas
 en uno de los procesos más cuestionados del país.

Resulta menester analizar las concesiones vigentes de las Rutas Provinciales Nº 2 y Nº 11 en las cuales es evidente la pérdida de poder por parte del Estado. La renegociación permanente de los contratos impuesta por las actuales empresas concesionarias a fin de obtener nuevos beneficios, acompañada por la complacencia de los sucesivos gobiernos provinciales y la ausencia de controles suficientes permitió los continuos incumplimientos de los plazos de realización de las obras y de las inversiones comprometidas. 

Además, las empresas obtuvieron un trato preferencial que se materializó en numerosos ajustes tarifarios- sin la participación de usuarios- que les permitieron obtener altas tasas de rentabilidad, así como en constantes extensiones en el plazo de explotación de la concesión. 

Ello se agravó por la inexistencia de un sistema de información de costos y utilidades que fundamente las tarifas de peaje que se están cobrando. Varios factores indicarían que estos superan ampliamente el valor económico del servicio ofrecido.

Observamos que la ausencia de planificación y diagramación, la carencia de controles y de un marco regulador claro, la falta de transparencia y la inexistente participación de la sociedad en la toma de decisiones, continúan siendo, lamentablemente, la piedra fundamental en materia de concesiones e infraestructura vial de las rutas provinciales. En consecuencia, las asimetrías entre los usuarios viales y las empresas concesionarias, tornan procedente el presente proyecto.

La necesidad de empoderar a los usuarios viales a través de un adecuado marco de información resulta imperativa. 

Por último, cabe señalar que se ha tenido presente como antecedente el proyecto presentado por el Senador nacional Rubén Giustiniani (expediente S-2707/07).

Por los motivos expuestos solicitamos a los Señores Diputados nos acompañen en la aprobación del presente proyecto de ley.
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